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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  Nº  03288
29 de marzo, 2004

DI-AA-0693

Señora

Marta Castillo Díaz

Viceministra

Ministerio de Economía, Industria y Comercio

Estimada señora:

Asunto: Convenio de cooperación suscrito entre el Ministerio de Economía, Industria y Comercio y la Universidad de San José, sede de San Carlos

Nos referimos a su Oficio No. DVM-047 del primero de marzo del año en curso, mediante el cual nos remite para refrendo, convenio de cooperación suscrito entre el Ministerio de Economía, Industria y Comercio y la Universidad de San José, sede de San Carlos, para la ejecución efectiva del Programa para la Atención Integral del Consumidor.

Sobre el particular nos permitimos manifestar lo siguiente:

Según se indica en el Considerando III del convenio en cuestión, el Ministerio de Economía ha venido coordinando esfuerzos con la Universidad de San José en San Carlos, para que estudiantes avanzados de Derecho realicen sus horas de trabajo comunal dando talleres de capacitación a la población del cantón, sobre la Ley No. 7472, los derechos de los consumidores y las obligaciones de los comerciantes; así como atendiendo una oficina de quejas y denuncias y la realización de conciliaciones de problemas de consumo de la zona.

Sin embargo, no se indica el fundamento jurídico mediante el cual el Ministerio puede trasladar la competencia de atender las quejas, denuncias y la realización de conciliaciones a estudiantes de derecho de una institución privada. No debe olvidarse, que al ser ese ministerio una entidad de derecho público, se encuentra sujeta al principio de legalidad. Por lo tanto, deberá quedar claramente establecido la norma del ordenamiento jurídico que posibilita tal traslado.

Por otra parte, en la cláusula cuarta se señala que los nombramientos de los funcionarios encargados  de coordinar y dar seguimiento a la ejecución del convenio, serán nombrados dentro de los treinta días naturales posteriores a la firma del convenio. No obstante, de conformidad con el numeral 184 de la Constitución Política y 20 de nuestra Ley Orgánica, no constituye obligación para el Estado, aquella que no haya sido refrendada por la Contraloría General, siendo, el refrendo, un requisito de eficacia jurídica. Así las cosas, los nombramientos no podrían efectuarse hasta tanto el convenio cuente con la aprobación del Órgano Contralor.

La cláusula quinta indica que las partes aportarán al programa, las colaboraciones funcionales y de recursos que por su especialidad estén en condiciones de brindar y cumplir. Sin embargo, dichos aportes no se han determinado, lo que resulta necesarios en aras del cumplimiento del ordenamiento jurídico (principio de legalidad); seguridad jurídica y ejecución efectiva del objeto del convenio.

En la cláusula sétima se establece que las partes  confeccionarán un plan de trabajo para cada cuatrimestre, en el que se determinarán un plan de actividades y cronograma, donde deberá indicarse los recursos disponibles y permitiendo una flexibilidad de atención a eventos no programables de antemano. 

Sobre este aspecto es importante recordar, que el Ministerio debe conocer previo a la ejecución de cualquier convenio, cuáles serán sus aportes y en caso de ser en efectivo a cuánto asciende (artículo 176 de la Constitución Política, artículo 5 de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos). Por ello y teniendo presente que cualquier modificación al objeto contractual debe estar acorde con lo indicado en el numeral 12 de la Ley de Contratación Administrativa, la flexibilidad señalada en esta cláusula no encuentra asidero jurídico.

Finalmente, con base en lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Contratación Administrativa, únicamente a la Administración Pública le asiste el derecho de resolver unilateralmente una relación contractual, por lo que, en caso de incumplimiento por parte del Ministerio, se deberá acudir a las instancias y procesos legales respectivos.

Así las cosas, por todo lo señalado lamentamos devolver sin refrendo el convenio de cita.

Atentamente,

Licda. Lucía Gólcher Beirute, M.B.A.

Fiscalizadora
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